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EXPEDIENTE  : 3909-2018-SERVIR/TSC 
IMPUGNANTE  : SUSANA VALERIE CASTIGLIONE YANGUA 
ENTIDAD : MUNICIPALIDAD PROVINCIAL DE TRUJILLO 
RÉGIMEN  : DECRETO LEGISLATIVO Nº 728 
MATERIA : RÉGIMEN DISCIPLINARIO 

SUSPENSIÓN POR DIEZ (10) DÍAS SIN GOCE DE 
REMUNERACIONES 

 
SUMILLA: Se declara la NULIDAD de la Resolución de Órgano Sancionador Nº 16-
2018-MPT-GPER, del 27 de junio de 2018, emitida por la Gerencia de Personal de la 
Municipalidad Provincial de Trujillo; al haberse vulnerado al haberse vulnerado los 
principios de impulso de oficio y verdad material. 
 
Lima, 29 de octubre de 2018 
 
ANTECEDENTES 
 
1. Mediante Resolución de Órgano Instructor Nº 019-2017-MPT-GSCyDC/SGSC, del 3 

de julio de 20171, y en mérito a lo expuesto en el Informe de Precalificación Nº 
036-2017-MPT-GPER/ST, la Subgerencia de Seguridad Ciudadana de la 
Municipalidad Provincial de Trujillo instauró procedimiento administrativo 
disciplinario a la servidora SUSANA VALERIE CASTIGLIONE YANGUA, en su 
condición de obrero contratado por servicio específico, en adelante la 
impugnante, al presuntamente haber cometido actos de grave indisciplina, 
teniendo altercados constantes con sus compañeros de trabajo. Al respecto, la 
Entidad precisó lo siguiente: 
 

(i) Con Informe Nº 001-20162, los señores de iniciales M.C., A. G., M.C., E.V., 
M.C. y D.P. señalaron que la impugnante presenta constantemente 
conductas inapropiadas en el centro de trabajo, agregando que, 
“constantemente tiene actitudes conflictivas con el personal de los tres 
turnos de radio, creando así un ambiente hostil entre el personal, lo que 
genera intolerancia a la trabajadora en mención por ser una persona 
mentirosa y calumniosa”. 

(ii) Asimismo, mediante Informe Nº 034-20163, del 9 de julio de 2016, la 

                                                 
1 Notificada el 4 de julio de 2017.  
2 Remitido a la Gerencia de Personal con Oficio Nº 1176-2016-MPT/GSC y DC/SGSC, del 7 de julio de 

2016. 
3 Remitido a la Gerencia de Personal con Oficio Nº 1194-2016-MPT/GSC y DC/SGSC, del 11 de julio de 

2016. 

RESOLUCIÓN Nº 002114-2018-SERVIR/TSC-Primera Sala

42582570012018
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servidora de iniciales A.G.H. indicó esencialmente lo siguiente: 
 
- “(…) Al momento del relevo del Alfa 201 (el señor de iniciales A.E.S.B.), 

comunicó que se relevó solo con el turno saliente (turno tarde) ya que la 
Sra. Castiglione Yangua Susana 461 llegó tarde (…) indicó que con la 
Sra. 461 no se puede relevar ya que es muy agresiva y problemática (…) 

-   La referencia de la señora 461 al momento del relevo turno mañana, 
turno noche, en forma molesta comenzó a gritar que ella no se hace 
responsable de las radios ya que la radio 410 figura el mensaje en 
pantalla, que no va a hacer ningún informe, en el cual le comunique que 
realizará y me agredió verbalmente a punto de levantarme la mano (…) 
y para evita que me agreda físicamente me quedé callado ya que al 
momento el Alfa 291 (…) le dijo que se comporte y se calme, que no sea 
atrevida, en la cual la Sra. 461 se retiró del área de radios. (…) 

-   La Sra. 461 Susana Castiglione Yangua me amenazó con la siguientes 
palabras: QUE NO ME META CON ELLA, QUE NO SABES LO QUE TE 
PUEDE PASAR Y ANDA CON CUIDADO, en presencia de los agentes del 
turno noche y turno mañana (señor de iniciales S.C. – Alfa 273 y la 
señora de iniciales M.C. – Alfa 2791) y la señora de iniciales E.V.S.F. – 
Alfa 182 (…)”. 

 
En ese orden de ideas, se le imputó la comisión de la falta tipificada en el literal c) 
del artículo 85º de la Ley Nº 30057, Ley del Servicio Civil4. Asimismo, se le otorgó 
un plazo de cinco (05) días a efectos de que presente sus descargos, los cuáles no 
fueron presentados por la impugnante. 
 

2. Mediante Resolución de Órgano Sancionador Nº 016-2018-MPT-GPER, del 27 de 
junio de 20185, la Gerencia de Personal de la Entidad resolvió sancionar a la 
impugnante con suspensión sin goce de remuneraciones por diez (10) días, al 
haberse acreditado los hechos imputados en la Resolución de Órgano Instructor 
Nº 019-2017-MPT-GSCyDC/SGSC del 3 de julio de 2017. 
 

TRÁMITE DEL RECURSO DE APELACIÓN 
 

3. El 20 de julio de 2018, la impugnante interpuso recurso de apelación contra la 
Resolución de Órgano Sancionador Nº 016-2018-MPT-GPER, de acuerdo a los 
siguientes fundamentos: 

                                                 
4 Ley Nº 30057 - Ley del Servicio Civil 

“Artículo 85º.- Faltas de carácter disciplinario 
Son faltas de carácter disciplinario que, según su gravedad, pueden ser sancionadas con suspensión  
temporal o con destitución, previo proceso administrativo: 
c) El incurrir en acto de violencia, grave indisciplina o faltamiento de palabra en agravio de su superior 
del personal jerárquico y de los compañeros de labor. (…)”. 

5 Notificada al impugnante el 28 de junio de 2018. 
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(i) Se le pretende sancionar por hechos que no están debidamente 
comprobados, tratándose de afirmaciones subjetivas y obtenidas de manera 
unilateral y de mala fe por sus compañeros de trabajo. 

(ii) Se le habrían diligenciado las notificaciones a un domicilio en donde la 
recurrente no reside actualmente, vulnerándose su derecho de defensa. 

 
4. Con Oficio Nº 5016-2018-MPT/GPER, la Entidad remitió al Tribunal del Servicio 

Civil, en adelante el Tribunal, el recurso de apelación interpuesto por la 
impugnante, así como los antecedentes que dieron origen al acto impugnado. 
 

5. Mediante Oficios Nos 014284 y 014285-2018-SERVIR/TSC, la Secretaría Técnica del 
Tribunal comunicó a la impugnante y a la Entidad, respectivamente, sobre la 
admisión del recurso de apelación. 

 
ANÁLISIS 
 
De la competencia del Tribunal del Servicio Civil 
 
6. De conformidad con el artículo 17º del Decreto Legislativo Nº 10236, modificado 

por la Centésima Tercera Disposición Complementaria Final de la Ley Nº 29951 - 
Ley del Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 20137, el Tribunal tiene 
por función la resolución de controversias individuales que se susciten al interior 
del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos, en las materias: 
acceso al servicio civil, evaluación y progresión en la carrera, régimen disciplinario 
y terminación de la relación de trabajo; siendo la última instancia administrativa. 

                                                 
6 Decreto Legislativo Nº 1023 - Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional del Servicio Civil, 

Rectora del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos 
“Artículo 17º.- Tribunal del Servicio Civil  
El Tribunal del Servicio Civil - el Tribunal, en lo sucesivo - es un órgano integrante de la Autoridad que 
tiene por función la resolución de controversias individuales que se susciten al interior del Sistema. 
El Tribunal es un órgano con independencia técnica para resolver en las materias de su competencia. 
Conoce recursos de apelación en materia de: 
a) Acceso al servicio civil; 
b) Pago de retribuciones; 
c) Evaluación y progresión en la carrera; 
d) Régimen disciplinario; y,  
e) Terminación de la relación de trabajo. 
El Tribunal constituye última instancia administrativa. Sus resoluciones podrán ser impugnadas 
únicamente ante la Corte Superior a través de la acción contenciosa administrativa. 
Por decreto supremo refrendado por el Presidente del Consejo de Ministros, previa opinión favorable 
de la Autoridad, se aprobarán las normas de procedimiento del Tribunal”. 

7 Ley Nº 29951 - Ley del Presupuesto del Sector Público para el Año Fiscal 2013 
 DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS FINALES 

“CENTÉSIMA TERCERA.- Deróguese el literal b) del artículo 17 del Decreto Legislativo Nº 1023, Decreto 
Legislativo que crea la Autoridad Nacional del Servicio Civil, rectora del Sistema Administrativo de 
Gestión de Recursos Humanos”. 
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7. Asimismo, conforme a lo señalado en el fundamento jurídico 23 de la Resolución 
de Sala Plena Nº 001-2010-SERVIR/TSC8, precedente de observancia obligatoria 
sobre competencia temporal, el Tribunal es competente para conocer en segunda 
y última instancia administrativa los recursos de apelación que sean presentados 
ante las entidades a partir del 15 de enero de 2010, siempre y cuando, versen 
sobre las materias establecidas descritas en el numeral anterior. 

 
8. Sin embargo, cabe precisar que en el caso de las entidades del ámbito regional y 

local, el Tribunal únicamente es competente para conocer los recursos de 
apelación que correspondan a la materia de régimen disciplinario, en virtud a lo 
establecido en el artículo 90º de la Ley Nº 30057 – Ley del Servicio Civil9, y el 
artículo 95º de su reglamento general, aprobado por Decreto Supremo Nº 040-
2014-PCM10; para aquellos recursos de apelación interpuestos a partir del 1 de 
julio de 2016, conforme al comunicado emitido por la Presidencia Ejecutiva de 
SERVIR y publicado en el Diario Oficial “El Peruano”11, en atención al acuerdo del 
Consejo Directivo de fecha 16 de junio del 201612. 

                                                 
8 Publicada en el Diario Oficial El Peruano el 17 de agosto de 2010. 
9 Ley Nº 30057 – Ley del Servicio Civil 

“Artículo 90º.- La suspensión y la destitución 
La suspensión sin goce de remuneraciones se aplica hasta por un máximo de trescientos sesenta y 
cinco (365) días calendario previo procedimiento administrativo disciplinario. El número de días de 
suspensión es propuesto por el jefe inmediato y aprobado por el jefe de recursos humanos o quien 
haga sus veces, el cual puede modificar la sanción propuesta. La sanción se oficializa por resolución del 
jefe de recursos humanos o quien haga su veces. La apelación es resuelta por el Tribunal del Servicio 
Civil. 
La destitución se aplica previo proceso administrativo disciplinario por el jefe de recursos humanos o 
quien haga sus veces. Es propuesta por el jefe de recursos humanos o quien haga sus veces y aprobada 
por el titular de la entidad pública, el cual puede modificar la sanción propuesta. Se oficializa por 
resolución del titular de la entidad pública. La apelación es resuelta por el Tribunal del Servicio Civil”. 

10 Reglamento de la Ley Nº 30057, aprobado por Decreto Supremo Nº 040-2014-PCM 
“Artículo 95º.- Competencia para el ejercicio de la potestad disciplinaria en segunda instancia 
De conformidad con el artículo 17 del Decreto Legislativo Nº 1023, que crea la Autoridad del Servicio 
Civil, rectora del sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos, la autoridad competente 
para conocer y resolver el recurso de apelación en materia disciplinaria es el Tribunal del Servicio Civil, 
con excepción del recurso de apelación contra la sanción de amonestación escrita, que es conocida 
por el jefe de recursos humanos, según el artículo 89 de la Ley. 
La resolución de dicho tribunal pronunciándose sobre el recurso de apelación agota la vía 
administrativa”. 

11El 1 de julio de 2016. 
12 Decreto Legislativo Nº 1023 - Decreto Legislativo que crea la Autoridad Nacional del Servicio Civil, 

Rectora del Sistema Administrativo de Gestión de Recursos Humanos 
“Artículo 16º.- Funciones y atribuciones del Consejo Directivo 
Son funciones y atribuciones del Consejo Directivo: 
a) Expedir normas a través de Resoluciones y Directivas de carácter general; 
b) Aprobar la política general de la institución; 
c) Aprobar la organización interna de la Autoridad, dentro de los límites que señala la ley y el 
Reglamento de Organización y Funciones; 
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9. Por tal razón, al ser el Tribunal el único órgano que resuelve la segunda y última 
instancia administrativa en vía de apelación en las materias de acceso al servicio 
civil, evaluación y progresión en la carrera, régimen disciplinario y terminación de 
la relación de trabajo, con la resolución del presente caso asume dicha 
competencia, pudiendo ser sus resoluciones impugnadas solamente ante el Poder 
Judicial. 
 

10. En ese sentido, considerando que es deber de todo órgano decisor, en cautela del 
debido procedimiento, resolver la controversia puesta a su conocimiento según el 
mérito de lo actuado; y, habiéndose procedido a la admisión del recurso de 
apelación y valoración de los documentos y actuaciones que obran en el 
expediente, corresponde en esta etapa efectuar el análisis jurídico del recurso de 
apelación. 
 

Del régimen disciplinario aplicable y el procedimiento sancionador regulado por la Ley 
Nº 30057, Ley del Servicio Civil, y su Reglamento General, aprobado por el Decreto 
Supremo Nº 040-2014-PCM 

 
11. De la revisión del expediente administrativo, se aprecia que la impugnante realizó 

el hecho imputado cuando se desempeñaba como Agente de Serenazgo, es decir, 
tenía la condición de obrero13, encontrándose bajo el régimen laboral del Decreto 
Legislativo Nº 728. 
 

12. No obstante, mediante la Ley Nº 30057 - Ley del Servicio Civil, publicada el 4 de 
julio de 2013 en el Diario Oficial “El Peruano”, se aprobó un nuevo régimen del 
servicio civil para las personas que prestan servicios en las entidades públicas del 
Estado y aquellas que se encuentran encargadas de su gestión. 

 
13. Aunque la incorporación a este nuevo régimen sería voluntaria para los 

trabajadores comprendidos en los Decretos Legislativos Nos 276, 728 y 105714, la 

                                                                                                                                               
d) Emitir interpretaciones y opiniones vinculantes en las materias comprendidas en el ámbito del 
sistema; 
e) Nombrar y remover al gerente de la entidad y aprobar los nombramientos y remociones de los 
demás cargos directivos;  
f) Nombrar, previo concurso público, aceptar la renuncia y remover a los vocales del Tribunal del 
Servicio Civil; 
g) Aprobar la creación de Salas del Tribunal del Servicio Civil; 
h) Proponer el Texto Único de Procedimientos Administrativos; 
i) Supervisar la correcta ejecución técnica, administrativa, presupuestal y financiera de la institución; 
j) Disponer la intervención de las Oficinas de Recursos Humanos de las entidades públicas; y 
k) Las demás que se señalen en el Reglamento y otras normas de desarrollo del Sistema”. 

13De conformidad con el Informe Técnico Nº 1820-2016-SERVIR/GPGSC, las labores de vigilancia 
(serenazgo) corresponden a las labores que realizan un obrero. 

14Ley Nº 30057 - Ley del Servicio Civil  
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS TRANSITORIAS 
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Novena Disposición Complementaria Final de la Ley Nº 30057 estableció reglas 
para la aplicación de dicha ley a quienes se encontraran en los regímenes laborales 
regulados por los Decretos Legislativos Nos 276 y 728. Así, en el literal a) se señaló 
que serían aplicables a estos dos regímenes, a partir del día siguiente de la 
publicación de la Ley Nº 30057, las disposiciones sobre el artículo III del Título 
Preliminar, referido a los Principios de la Ley del Servicio Civil; el Título II, referido 
a la Organización del Servicio Civil; y el Capítulo VI del Título III, referido a los 
Derechos Colectivos; mientras que las normas sobre la Capacitación y la 
Evaluación del Desempeño, y el Título V, referido al Régimen Disciplinario y 
Procedimiento Sancionador, se aplicarían una vez que entraran en vigencia las 
normas reglamentarias de dichas materias. En el literal d), por su parte, se precisó 
que las disposiciones de los Decretos Legislativos Nos 276 y 728, sus normas 
complementarias, reglamentarias y de desarrollo, con excepción de lo dispuesto 
en el literal a) antes citado, serían de exclusiva aplicación a los servidores 
comprendidos en dichos regímenes, y en ningún caso constituirían fuente 
supletoria del régimen de la Ley Nº 30057. 

 
14. Es así que, el 13 de junio de 2014, se publicó en el Diario Oficial “El Peruano” el 

Reglamento General de la Ley del Servicio Civil, aprobado por Decreto Supremo Nº 
040-2014-PCM, en cuya Undécima Disposición Complementaria Transitoria15 se 
estableció que el título correspondiente al régimen disciplinario y procedimiento 
sancionador entraría en vigencia a los tres (3) meses de publicación de dicho 
reglamento, es decir, a partir del 14 de septiembre de 2014. En la Tercera 
Disposición Complementaria Final, a su vez, se precisó que la Autoridad Nacional 
del Servicio Civil – SERVIR podría aprobar normas aclaratorias o de desarrollo de 
dicho reglamento, dentro del marco legal vigente. 

 
15. Sin embargo, en el texto original de la Primera Disposición Complementaria Final 

de la Ley Nº 30057 se establecía lo siguiente: 

                                                                                                                                               
“Cuarta. Traslado de servidores bajo los regímenes de los Decretos Legislativos 276, 728 y 1057 al 
régimen del Servicio Civil 
Los servidores bajo los regímenes de los Decretos Legislativos 276, 728 y 1057 pueden trasladarse 
voluntariamente y previo concurso público de méritos al régimen previsto en la presente Ley. Las 
normas reglamentarias establecen las condiciones con las que se realizan los concursos de traslado 
de régimen. La participación en los concursos para trasladarse al nuevo régimen no requiere de la 
renuncia previa al régimen de los Decretos Legislativos 276, 728 y 1057, según corresponda”. 

15Reglamento General de la Ley Nº 30057, aprobado por el Decreto Supremo Nº 040-2014-PCM 
DISPOSICIONES COMPLEMENTARIAS TRANSITORIAS 
“UNDÉCIMA.- Del régimen disciplinario 
El título correspondiente al régimen disciplinario y procedimiento sancionador entra en vigencia a los 
tres (3) meses de publicado el presente reglamento con el fin que las entidades adecuen 
internamente al procedimiento.  
Aquellos procedimientos disciplinarios que fueron instaurados con fecha anterior a la entrada en 
vigencia del régimen disciplinario de la Ley 30057 se regirán por las normas por las cuales se les 
imputó responsabilidad administrativa hasta su terminación en segunda instancia administrativa”. 
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“PRIMERA. Trabajadores, servidores, obreros, entidades y carreras no 
comprendidos en la presente Ley 
No están comprendidos en la presente Ley los trabajadores de las empresas del 
Estado, sin perjuicio de lo dispuesto en la tercera disposición complementaria final 
del Decreto Legislativo 1023, así como los servidores civiles del Banco Central de 
Reserva del Perú, el Congreso de la República, la Superintendencia Nacional de 
Aduanas y de Administración Tributaria, la Superintendencia de Banca, Seguros y 
AFP, y la Contraloría General de la República ni los servidores sujetos a carreras 
especiales. Tampoco se encuentran comprendidos los obreros de los gobiernos 
regionales y gobiernos locales. 
(…) 
Las carreras especiales, los trabajadores de empresas del Estado, los servidores 
sujetos a carreras especiales, los obreros de los gobiernos regionales y gobiernos 
locales, las personas designadas para ejercer una función pública determinada o 
un encargo específico, ya sea a dedicación exclusiva o parcial, remunerado o 
no, así como los servidores civiles del Banco Central de Reserva del Perú, el 
Congreso de la República, la Superintendencia Nacional de Aduanas y de 
Administración Tributaria, la Superintendencia de Banca, Seguros y AFP, y la 
Contraloría General de la República se rigen supletoriamente por el artículo III del 
Título Preliminar, referido a los Principios de la Ley del Servicio Civil; el Título II, 
referido a la Organización del Servicio Civil; y el Título V, referido al Régimen 
Disciplinario y Proceso Administrativo Sancionador, establecidos en la presente 
Ley”. (Subrayado nuestro). 
 

16. Pese a ello, el Tribunal Constitucional mediante sentencia publicada el 4 de mayo 
de 2016 en el Diario Oficial “El Peruano”, emitida en el Proceso de 
Inconstitucionalidad seguido en los Expedientes Acumulados Nos 0025-2013-PI-TC, 
0003-2014-PI-TC, 0008-2014-PI-TC y 0017-2014-PI-TC, declaró inconstitucional el 
primer párrafo de la Primera Disposición Complementaria Final de la Ley Nº 
30057, en el extremo que dispone: “(…) así como los servidores civiles del Banco 
Central de Reserva del Perú, el Congreso de la República, la Superintendencia 
Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria, la Superintendencia de 
Banca, Seguros y AFP, y la Contraloría General de la República ni los servidores 
sujetos a carreras especiales. Tampoco se encuentran comprendidos los obreros de 
los gobiernos regionales y gobiernos locales”, e inconstitucional por conexidad, la 
exclusión contemplada en el tercer párrafo de la misma disposición, relacionada 
con “los obreros de los gobiernos regionales y gobiernos locales” y “así como los 
servidores civiles del Banco Central de Reserva del Perú, el Congreso de la 
República, la Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración 
Tributaria, la Superintendencia de Banca, Seguros y AFP, y la Contraloría General 
de la República”. 
 

http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=jurisp%3Ar%3A23c05e8$cid=jurisp$an=JD_0025-2013-PI-TCa$3.0#JD_0025-2013-PI-TCa
http://spij.minjus.gob.pe/CLP/contenidos.dll?f=id$id=jurisp%3Ar%3A23c05e8$cid=jurisp$an=JD_0025-2013-PI-TCa$3.0#JD_0025-2013-PI-TCa
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17. Al respecto, el artículo 204º de la Constitución Política del Perú establece que: “La 
sentencia del Tribunal que declara la inconstitucionalidad de una norma se publica 
en el diario oficial. Al día siguiente de la publicación, dicha norma queda sin 
efecto”, en concordancia con lo establecido en el artículo 81º de la Ley Nº 28237, 
Código Procesal Constitucional16, con lo cual, el régimen disciplinario y 
procedimiento administrativo sancionador, contemplado en el Título V de la Ley 
Nº 30057, sería también aplicable a los obreros municipales y regionales a partir 
del día siguiente de su publicación. 

 
18. En ese sentido, se tiene que en los procedimientos administrativos disciplinarios 

que se lleven a partir del 5 de mayo de 2016 contra los trabajadores sujetos a los 
regímenes regulados por los Decretos Legislativos Nos 276, 728 y 1057 de las 
entidades públicas señaladas en el primer párrafo de la Primera Disposición 
Complementaria Final de la Ley Nº 30057, así como contra los obreros de los 
gobiernos regionales y locales, se deben aplicar las disposiciones sobre materia 
disciplinaria establecidas en el Título V de la Ley del Servicio Civil y el Título VI del 
Libro I de su Reglamento General, siguiendo las reglas sustantivas y 
procedimentales, según corresponda. 

 
(i) Los procedimientos administrativos disciplinarios instaurados antes del 5 de 

mayo de 2016, se rigen por las normas sustantivas y procedimentales vigentes 
al momento de la instauración del procedimiento hasta la resolución de los 
recursos de apelación que, de ser el caso, se interpongan contra los actos que 
ponen fin al procedimiento. 

(ii) Los procedimientos administrativos disciplinarios instaurados desde el 5 de 
mayo de 2016, por hechos cometidos con anterioridad a dicha fecha, se rigen 
por las reglas procedimentales previstas en la Ley del Servicio Civil y su 
Reglamento General, y por las reglas sustantivas aplicables al momento en 
que se cometieron los hechos. 

(iii) Los procedimientos administrativos disciplinarios instaurados desde el 5 de 
mayo de 2016, por hechos cometidos a partir de dicha fecha, se regirán por 

                                                 
16 Ley Nº 28237 – Código Procesal Constitucional 

“Artículo 81º.- Efectos de la Sentencia fundada 
Las sentencias fundadas recaídas en el proceso de inconstitucionalidad dejan sin efecto las normas 
sobre las cuales se pronuncian. Tienen alcances generales y carecen de efectos retroactivos. Se 
publican íntegramente en el Diario Oficial El Peruano y producen efectos desde el día siguiente de su 
publicación. 
Cuando se declare la inconstitucionalidad de normas tributarias por violación del artículo 74 de la 
Constitución, el Tribunal debe determinar de manera expresa en la sentencia los efectos de su 
decisión en el tiempo. Asimismo, resuelve lo pertinente respecto de las situaciones jurídicas 
producidas mientras estuvo en vigencia. 
Las sentencias fundadas recaídas en el proceso de acción popular podrán determinar la nulidad, con 
efecto retroactivo, de las normas impugnadas. En tal supuesto, la sentencia determinará sus alcances 
en el tiempo. Tienen efectos generales y se publican en el Diario Oficial El Peruano”. 
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las normas procedimentales y sustantivas sobre régimen disciplinario 
previstas en la Ley del Servicio Civil y su Reglamento General. 

(iv) Si en segunda instancia administrativa o en la vía judicial se declarase la 
nulidad en parte o de todo lo actuado, el procedimiento se regiría por las 
reglas procedimentales previstas en la Ley del Servicio Civil y su Reglamento 
General, y por las reglas sustantivas aplicables al momento en que se 
cometieron los hechos. 
 

19. En el presente caso, esta Sala considera que al haberse suscitado los hechos 
imputados en julio del año 201617, y al haberse instaurado procedimiento 
administrativo disciplinario a la impugnante en el año 2017; resultan aplicables al 
presente caso las normas sustantivas (faltas y sanciones) y procedimentales del 
régimen disciplinario previstas en la Ley del Servicio Civil y su Reglamento General. 
 

De las autoridades competentes del procedimiento 
 
20. De conformidad con el numeral 93.1 del artículo 93º del Reglamento General de la 

Ley del Servicio Civil, la competencia para conducir el procedimiento 
administrativo disciplinario y sancionar corresponde en primera instancia a: 
 
(i) En el caso de la sanción de amonestación escrita, el jefe inmediato instruye y 

sanciona, y el jefe de recursos humanos, o el que haga sus veces, oficializa 
dicha sanción. 

(ii) En el caso de la sanción de suspensión, el jefe inmediato es el órgano 
instructor y el jefe de recursos humanos, o el que haga sus veces, es el órgano 
sancionador y quien oficializa la sanción. 

(iii) En el caso de la sanción de destitución, el jefe de recursos humanos es el 
órgano instructor, y el titular de la Entidad es el órgano sancionador y quien 
oficializa la sanción. 

 
21. En el presente caso, teniendo en cuenta la sanción de suspensión impuesta, se 

advierte que el procedimiento iniciado contra la impugnante se instauró con 
Resolución de Órgano Instructor Nº 019-2017-MPT-GSCyDC/SGSC del 3 de julio de 
2017, emitida por la Subgerencia de Seguridad Ciudadana de la Municipalidad 
Provincial de Trujillo. Asimismo, la sanción de suspensión fue impuesta por la 
Gerencia de Personal de la Municipalidad Provincial de Trujillo, a través de la 
Resolución de Órgano Sancionador Nº 16-2018-MPT-GPER, del 27 de junio de 
2018.  
 

22. En consecuencia, esta Sala puede apreciar que el procedimiento se ha llevado a 
cabo por las autoridades competentes de conformidad con la Ley del Servicio Civil 
y su Reglamento General. 

                                                 
17 Considerando los hechos suscitados y descritos en el Informe Nº 034-2016 del 9 de julio de 2016. 
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Sobre la notificación de los actos procedimentales expedidos en el presente 
procedimiento administrativo disciplinario 
 
23. Al respecto, en su recurso de apelación, la impugnante señala que se le habrían 

diligenciado las notificaciones a un domicilio en donde la recurrente no reside 
actualmente, vulnerándose así su derecho de defensa. 
 

23. Sobre el particular, el artículo 20º del  Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444 - 
Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado por Decreto Supremo Nº 
006-2017-JUS, en adelante TUO de la Ley Nº 2744418, establece las modalidades 

                                                 
18Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444 - Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado 

por Decreto Supremo Nº 006-2017-JUS. 
"Artículo 20º.- Modalidades de notificación 
20.1 Las notificaciones serán efectuadas a través de las siguientes modalidades, según este respectivo 
orden de prelación: 
20.1 Las notificaciones serán efectuadas a través de las siguientes modalidades, según este respectivo 
orden de prelación: 
20.1.1 Notificación personal al administrado interesado o afectado por el acto, en su domicilio. 
20.1.2 Mediante telegrama, correo certificado, telefax; o cualquier otro medio que permita comprobar 
fehacientemente su acuse de recibo y quien lo recibe, siempre que el empleo de cualquiera de estos 
medios hubiese sido solicitado expresamente por el administrado.” 
20.1.3 Por publicación en el Diario Oficial y en uno de los diarios de mayor circulación en el territorio 
nacional, salvo disposición distinta de la ley. 
20.2 La autoridad no puede suplir alguna modalidad con otra ni modificar el orden de prelación 
establecido en el numeral anterior, bajo sanción de nulidad de la notificación. Puede acudir 
complementariamente a aquellas u otras, si así lo estime conveniente para mejorar las posibilidades 
de participación de los administrados. 
20.3 Tratamiento igual al previsto en este capítulo corresponde a los citatorios, los emplazamientos, 
los requerimientos de documentos o de otros actos administrativos análogos. 
20.4. El administrado interesado o afectado por el acto que hubiera consignado en su escrito alguna 
dirección electrónica que conste en el expediente puede ser notificado a través de ese medio siempre 
que haya dado su autorización expresa para ello. Para este caso no es de aplicación el orden de 
prelación dispuesto en el numeral 20.1. 
La notificación dirigida a la dirección de correo electrónico señalada por el administrado se entiende 
válidamente efectuada cuando la entidad reciba la respuesta de recepción de la dirección electrónica 
señalada por el administrado. La notificación surte efectos el día que conste haber sido recibida, 
conforme lo previsto en el numeral 2 del artículo 25. 
En caso de no recibirse respuesta automática de recepción en un plazo máximo de dos (2) días útiles 
contados desde el día siguiente de efectuado el acto de notificación vía correo electrónico, se procede 
a notificar por cédula conforme al inciso 20.1.1. 
Lo señalado en el presente numeral no impide que la entidad asigne al administrado una casilla 
electrónica gestionada por ella, siempre que cuente con el consentimiento del administrado, salvo lo 
dispuesto en la tercera disposición complementaria final de la Ley Nº 30229 o norma que lo sustituya. 
En este caso, la notificación se entiende válidamente efectuada cuando la entidad la deposite en el 
buzón electrónico asignado al administrado, surtiendo efectos el día que conste haber sido recibida, 
conforme lo previsto en el numeral 2 del artículo 25. 
Para la notificación por correo electrónico, la autoridad administrativa, si lo considera pertinente, 
puede emplear firmas y certificados digitales conforme a lo estipulado en la ley de la materia.” 
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de notificación de los actos administrativos señaladas en orden de prelación, 
siendo la notificación personal una de estas modalidades. 
 

24. En este sentido, el artículo 21º del referido TUO19 establece que la notificación 
personal se hará en el domicilio que conste en el expediente, o en el último 
domicilio que la persona a quien deba notificarse haya señalado ante el órgano  
administrativo. Para tal efecto, debe entregarse copia del acto notificado y señalar 
la fecha y hora en que fue efectuada, recabando el nombre y firma de la persona 
con quien se entiende la diligencia; considerando, que de no hallarse presente el 
interesado, su representante legal, se podrá entregar a otra persona que se 
encuentre en el domicilio, dejándose constancia de su nombre, documento de 
identidad y relación con el administrado. 
 

25. Es pertinente indicar que el numeral 21.1 del artículo 21º del TUO de la Ley Nº 
27444 establece que la notificación personal se hará en el domicilio que conste en 
el expediente, o en el último domicilio que la persona a quien deba notificar haya 
señalado ante el órgano administrativo en otro procedimiento análogo en la 
propia entidad dentro del último año. En ese sentido, se aprecia que la Entidad 
podrá notificar al administrado en el domicilio obrante en el expediente o en el 
último domicilio precisado por el servidor, en este caso, de forma disyuntiva, no 
existiendo orden de prioridad o prelación por alguno de los mismos. 
 

                                                 
19  Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444 - Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado 

  por Decreto Supremo Nº 006-2017-JUS 
"Artículo 21º.- Régimen de la notificación personal 
21.1 La notificación personal se hará en el domicilio que conste en el expediente, o en el último 
domicilio que la persona a quien deba notificar haya señalado ante el órgano administrativo en otro 
procedimiento análogo en la propia entidad dentro del último año. 
21.2 En caso que el administrado no haya indicado domicilio, o que éste sea inexistente, la autoridad 
deberá emplear el domicilio señalado en el Documento Nacional de Identidad del administrado. De 
verificar que la notificación no puede realizarse en el domicilio señalado en el Documento Nacional de 
Identidad por presentarse alguna de las circunstancias descritas en el numeral 23.112 del artículo 239, 
se deberá proceder a la notificación mediante publicación. 
21.3, En el acto de notificación personal debe entregarse copia del acto notificado y señalar la fecha y 
hora en que es efectuada, recabando el nombre y firma de la persona con quien se entiende la 
diligencia. Si ésta se niega a firmar o recibir copia del acto notificado, se hará constar así en el acta, 
teniéndose por bien notificado. En este caso la notificación dejará constancia de las características del 
lugar donde se ha notificado. 
21.4 La notificación personal, se entenderá con la persona que deba ser notificada o su representante 
legal, pero de no hallarse presente cualquiera de los dos en el momento de entregar a notificación, 
podrá entenderse con la persona que se encuentre en dicho domicilio, dejándose constancia de su 
nombre, documento de identidad y de su relación con el administrado. 
21.5 En el caso de no encontrar al administrado u otra persona en el domicilio señalado en el 
procedimiento, el notificador deberá dejar constancia de ello en el acta y colocar un aviso en dicho 
domicilio indicando la nueva fecha en que se hará efectiva la siguiente notificación. Si tampoco 
pudiera entregar directamente la notificación en la nueva fecha, se dejará debajo de la puerta un acta 
conjuntamente con la notificación, copia de los cuales será incorporados en el expediente". 
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26. Al respecto, de la revisión del Informe Escalafonario de la impugnante, se aprecia 
que la impugnante reside en la “Urbanización Santa Teresa de Ávila, Mz. M, Lt. 10, 
distrito de Trujillo/II Etapa AA.HH. Las Brisas de Salaverry”, dirección a la cual se le 
notificó tanto la Resolución de Órgano Instructor Nº 019-2017-MPT-GSCyDC/SGSC, 
el Oficio Nº 3048-2018-MPT-GPER a través del cual se le remitió el Informe del 
Órgano Instructor Nº 019-2019-MPT-OI/PAD y la Resolución de Órgano 
Sancionador Nº 16-2018-MPT-GPER, actos procedimentales que fueron 
recepcionados y notificados válidamente, conforme se aprecia de las cédulas de 
notificación correspondientes, no existiendo, por tanto, vulneración a su derecho 
de defensa debido a que tuvo pleno conocimiento del contenido de dichas 
resoluciones y/o informes. 

 
27. Es importante indicar, además que, a lo largo del presente procedimiento, la 

impugnante hizo ejercicio de todos los derechos y garantías inherentes al debido 
procedimiento, vale decir que, en el presente caso, se le garantizó su derecho a 
exponer sus argumentos de defensa, a ofrecer sus medios probatorios, y a 
obtener una decisión motivada y fundada en derecho, otorgándosele el plazo de 
ley para que presente sus descargos. 
 

Sobre la acreditación de la falta imputada y los principios de impulso de oficio y verdad 
material. 

 
28. En el presente caso, de la revisión de la Resolución de Órgano Instructor Nº 019-

2017-MPT-GSCyDC/SGSC, del 3 de julio de 2017, y de la Resolución de Órgano 
Sancionador Nº 016-2018-MPT-GPER, del 27 de junio de 2018, se observa que la 
Entidad resolvió instaurar procedimiento administrativo disciplinario a la 
impugnante y sancionarla por haber cometido actos de grave indisciplina al tener 
altercados constantes con sus compañeros de trabajo, imputándosele la falta 
cometida en el literal c) del artículo 85º de la Ley Nº 30057.  
  

29. Sobre el particular, esta Sala considera pertinente exponer en primer término, que 
respecto a la falta imputada a la impugnante, se ha establecido un elemento 
objetivo, que se materializa con alguno de los siguientes actos: 

 
(i)    Acto de violencia: implica cualquier tipo de agresión física propinada por el 

servidor civil (violencia física). 
(ii)    Grave indisciplina: supone la falta de disciplina, es decir, aquellas conductas 

que van en contra de la buena convivencia social. 
 Cabe indicar que no cualquier indisciplina configurará esta falta, sino 

únicamente aquella que califique como grave, por esta razón es necesario 
determinar si el acto califica como leve o grave,  analizando las circunstancias 
que rodean el acto, para así determinar si se incurre en la falta descrita. 
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(iii) Faltamiento de palabra: implica cualquier tipo de agresión verbal o escrita del 
servidor civil, que presupone una afectación de carácter moral (violencia 
moral), tales como los insultos o injurias. 

 
30. Por su lado, la falta también exige la concurrencia de un elemento subjetivo que 

hace referencia a los sujetos agraviados con alguna de las conductas del imputado, 
quienes son: 

 
(i) Su superior. 
(ii) El personal jerárquico. 
(iii) Los compañeros de labor. 
 

31. En el presente caso, se advierte que la conducta infractora fue puesta a 
conocimiento de la Gerencia de Personal de la Entidad a partir de las denuncias de 
los señores de iniciales M.C., A. G., M.C., E.V., M.C. y D.P. de acuerdo a lo expuesto 
en el Informe Nº 001-2016, así como la declaración de la señora de iniciales A.G.H. 
contenidas en el Informe Nº 034-2016, del 9 de julio de 2016, transcrita en el 
apartado ii) del numeral 1 de la presente resolución, y sin actuarse mayores 
medios de prueba que corroboren lo señalado en los citados Informes. 

 
32. Sobre el particular, corresponde precisar que los testimonios, constituyen pruebas 

indirectas “al no identificase con el hecho materia de acreditación, conociéndolo el 
magistrado en forma mediata y no directa a través del relato del testigo, 
infiriéndolo del testimonio”20. Por esta razón, el encargado de valorar un 
testimonio “[d]ebe entonces apreciar su mérito aisladamente y en concurrencia 
con otras declaraciones testimoniales y con otros medios de prueba”21. Por ende, 
es exigencia que al momento de valorar “este medio probatorio debe observarse 
todos sus elementos, desde su ofrecimiento hasta su actuación, para así poder 
extraer conclusiones, y tiene además que comparar su contenido con otros medios 
de prueba que puedan complementarlo, confirmarlo o desvirtuarlo”22. 

 
33. En tal sentido, resulta exigible que la Entidad agote todos los medios suficientes 

para determinar la realidad de los hechos y efectúe una adecuada valoración de 
los medios probatorios que sustente la decisión de sancionar al impugnante, a fin 
de emitir un acto administrativo debidamente motivado, caso contrario, 
significaría presumir la culpabilidad de la impugnante, lo que conculca el principio 
de presunción de inocencia, cuya manifestación en el procedimiento 

                                                 
20HINOSTROZA MINGUEZ, Alberto. Jurisprudencia de derecho probatorio. Gaceta Jurídica, Lima, 2000, 

p.24  
21Ídem., p. 25.  
22Ídem., p. 25 
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administrativo disciplinario se encuentra en el principio de presunción de licitud23, 
y por tanto, se emitiría un acto administrativo viciado. 

 
34. Por tal razón, se advierte que la declaración contenida en el Informe Nº 034-2016 

no ha sido contrastada, ni corroborada con otras declaraciones de testigos 
presenciales del hecho que permitan generar certeza respecto a la comisión de la 
falta imputada a la impugnante, a pesar que el citado Informe se hace referencia a 
que las agresiones verbales de la impugnante fueron realizadas en presencia de 
los señores de iniciales S.C., M.C. y E.V., verificándose una omisión por parte de la 
Entidad en cuanto a la actividad probatoria del procedimiento administrativo 
disciplinario.  

 
35. De igual forma, del Informe Nº 001-2016 no se logra advertir cuales fueron las 

supuestos actos de violencia física, grave indisciplina o faltamiento de palabra que 
habría realizado la impugnante en agravios de los señores de iniciales M.C., A. G., 
M.C., E.V., M.C. y D.P., siendo el caso que resultaba necesario que la Entidad tome 
la declaración de cada uno de los involucrados  y de la impugnante con la finalidad 
de acreditar la configuración de la infracción imputada. 
 

36. Conforme lo expuesto precedentemente, esta Sala considera que resultaba 
pertinente que la Entidad actúe los medios de prueba necesarios, tomando las 
declaraciones adicionales de colegas o compañeros de trabajo de la impugnante o 
de la presunta agraviada (por los hechos señalados en el Informe Nº 034-2016), en 
este caso de la servidora de iniciales A.G.H., a fin de confirmar o no la conducta de 
la impugnante, estableciendo si los hechos denunciados realmente ocurrieron y si 
fueron cometidos por la impugnante. Por tal motivo, las pruebas aportadas al 
procedimiento administrativo disciplinario resultan insuficientes para determinar 
la responsabilidad administrativa de la impugnante, toda vez que no causan 
convicción respecto a la veracidad de los hechos imputados. 

 
37. En este contexto, debe tenerse presente que los numerales 1.3 y 1.11 del artículo 

IV del Título Preliminar del Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del 
Procedimiento Administrativo General, aprobado por Decreto Supremo Nº 006-
2017-JUS, en adelante TUO de la Ley Nº 2744424, reconocen los principios de 

                                                 
23Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado 

por Decreto Supremo Nº 006-2017-JUS 
“Artículo 246.- Principios de la potestad sancionadora administrativa 
La potestad sancionadora de todas las entidades está regida adicionalmente por los siguientes 
principios especiales: 
(…) 
9. Presunción de licitud.- Las entidades deben presumir que los administrados han actuado apegados 
a sus deberes mientras no cuenten con evidencia en contrario”. 

24Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado 
por Decreto Supremo Nº 006-2017-JUS 
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impulso de oficio y verdad material, respectivamente, y según los cuales, la 
autoridad administrativa tiene la obligación de ejecutar todos los actos 
convenientes para verificar los hechos que motivan su decisión, siendo imperativo 
que realicen todas las medidas probatorias que permitan obtener una conclusión 
acorde a la realidad. 

 
38. Sobre ello, debemos recordar que el literal e) del numeral 24 del artículo 2º de la 

Constitución Política Vigente25, reconoce al principio de presunción de inocencia 
como un medio para garantizar la libertad y la seguridad de la persona, y que 
prescribe el derecho a ser considerado inocente hasta que se determine 
judicialmente su culpabilidad. Si bien este principio nace como una prescripción 
que vincula a los hechos atribuibles en el marco de los procesos judiciales, resulta 
necesario recordar que el Tribunal Constitucional ha precisado que: “(…) 
el derecho fundamental a la presunción de inocencia […], se proyecta también, a 
los procedimientos donde se aplica la potestad disciplinaria sancionatoria. Este 
derecho garantiza en el ámbito de un proceso la ausencia de toda sanción si no se 
ha probado fehacientemente la comisión de la infracción imputada. La potestad 
disciplinaria que detenta la entidad demandada no se puede aplicar sobre una 
presunción de culpabilidad, sino por el contrario, cuando se ha demostrado con 
pruebas idóneas la responsabilidad del imputado en la infracción atribuida”26. 

                                                                                                                                               
TÍTULO PRELIMINAR 
“Artículo IV.- Principios del procedimiento administrativo 
1. El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en los siguientes principios, sin 
perjuicio de la vigencia de otros principios generales del Derecho Administrativo: 
(…) 
1.3. Principio de impulso de oficio.- Las autoridades deben dirigir e impulsar de oficio el procedimiento 
y ordenar la realización o práctica de los actos que resulten convenientes para el esclarecimiento y 
resolución de las cuestiones necesarias.  
(…) 
1.11. Principio de verdad material.- En el procedimiento, la autoridad administrativa competente 
deberá verificar plenamente los hechos que sirven de motivo a sus decisiones, para lo cual deberá 
adoptar todas las medidas probatorias necesarias autorizadas por la ley, aun cuando no hayan sido 
propuestas por los administrados o hayan acordado eximirse de ellas.  
En el caso de procedimientos trilaterales la autoridad administrativa estará facultada a verificar por 
todos los medios disponibles la verdad de los hechos que le son propuestos por las partes, sin que ello 
signifique una sustitución del deber probatorio que corresponde a estas. Sin embargo, la autoridad 
administrativa estará obligada a ejercer dicha facultad cuando su pronunciamiento pudiera involucrar 
también al interés público”. 

25Constitución Política del Perú 
“Artículo  2º.- Toda persona tiene derecho: 
(…) 
24. A la libertad y a la seguridad personales. En consecuencia:  
(…) 
e. Toda persona es considerada inocente mientras no se haya declarado judicialmente su 
responsabilidad”. 

26Fundamento 9 de la sentencia del Tribunal Constitucional emitida en el Expediente Nº 05104-2008-
PA/TC. 
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Cabe resaltar lo que el Tribunal Constitucional ha señalado con relación al 
principio de presunción de inocencia: 

 
“(…) el principio de presunción de inocencia se despliega transversalmente sobre 
todas las garantías que conforman el derecho a la tutela jurisdiccional efectiva. Y, 
mediante él, se garantiza que ningún justiciable pueda ser condenado o declarado 
responsable de un acto antijurídico fundado en apreciaciones arbitrarias o 
subjetivas, o en medios de prueba, en cuya valoración existen dudas razonables 
sobre la culpabilidad del sancionado. El contenido esencial del derecho a la 
presunción de inocencia, de este modo, termina convirtiéndose en un límite al 
principio de libre apreciación de la prueba por parte del juez, puesto que dispone la 
exigencia de un mínimo de suficiencia probatoria para declarar la culpabilidad, 
más allá de toda duda razonable”27. 

 
39. Evidentemente, los principios de impulso de oficio y verdad material constituyen  

medios de satisfacción del principio de presunción de inocencia, pues solo en la 
medida que la entidad haya comprobado objetivamente que el servidor cometió la 
falta que le fue atribuida, entonces se le podrá considerar culpable y 
corresponderá la sanción del caso. Por ello, es obligación de la entidad agotar 
todos los medios posibles para determinar su culpabilidad en resguardo de la 
función pública, estando proscrito imponer sanciones sobre parámetros subjetivos 
o supuestos no probados. 

 
40. Esta forma en la que debe operar la administración pública guarda vinculación con 

el principio de interdicción de arbitrariedad, el cual constituye una máxima de 
derecho dentro de un Estado Constitucional que, en una de sus diversas aristas, 
impide a los poderes públicos cometer actos carentes de objetividad y 
razonabilidad que afecten el derecho de los particulares. Así también lo ha 
entendido el Tribunal Constitucional cuando precisó que “Al reconocerse en los 
artículos 3º y 43º de la Constitución Política del Perú el Estado Social y 
Democrático de Derecho, se ha incorporado el principio de interdicción o 
prohibición de todo poder ejercido en forma arbitraria e injusta. Este principio 
tiene un doble significado: (i) en un sentido clásico y genérico, la arbitrariedad 
aparece como el reverso de la justicia y el derecho; (ii) en un sentido moderno y 
concreto, la arbitrariedad aparece como lo carente de fundamentación objetiva, lo 
incongruente y contradictorio con la realidad que ha de servir de base a toda 
decisión. Es decir, como aquello desprendido o ajeno a toda razón de explicarlo”28. 
Asimismo, agrega el referido tribunal que: 

                                                 
27Fundamento 2 de la sentencia del Tribunal Constitucional emitida en el Expediente Nº 1172-2003-

HC/TC. 
28Fundamento 12 de la sentencia emitida en el Tribunal Constitucional emitida en el Expediente Nº 

03167-2010-PA/TC 
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“(…) el debido proceso está concebido como el cumplimiento de todas las 
garantías, requisitos y normas de orden público que deben observarse en las 
instancias procesales de todos los procedimientos, incluidos los administrativos, a 
fin de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus 
derechos ante cualquier acto del Estado que pueda afectarlos. Vale decir que 
cualquier actuación u omisión de los órganos estatales dentro de un proceso, sea 
éste administrativo –como en el caso de autos–, o jurisdiccional, debe respetar el 
debido proceso legal. 
25. Como ya lo ha precisado este Tribunal en contaste jurisprudencia, el derecho al 
debido proceso comprende, a su vez, un haz de derechos que forman parte de su 
estándar mínimo. Entre estos derechos constitucionales, especial relevancia para el 
presente caso adquieren los derechos de razonabilidad, proporcionalidad, 
interdicción de la arbitrariedad y motivación de las resoluciones”29. 

 
41. Es por ello que en el marco de los procedimientos administrativos disciplinarios, la 

administración pública debe velar porque se respeten los diversos derechos de los 
servidores sujetos a investigación, tal y como es el principio de presunción de 
inocencia, lo que obliga a que todo hecho atribuido como falta deba ser 
comprobado objetivamente en el procedimiento, de lo contrario se constituiría 
una afectación al principio de interdicción de arbitrariedad. 

 
42. Dicho esto, se observa que en el presente procedimiento administrativo 

disciplinario, la Entidad no ha logrado determinar fehacientemente la 
responsabilidad administrativa de la impugnante, por lo cual, esta Sala considera 
que la Entidad debe buscar agotar todos los medios posibles para incorporar las 
pruebas suficientes al procedimiento administrativo disciplinario a efectos de 
determinar lo mejor posible la veracidad de los hechos. 

 
43. En ese sentido, se evidencia que la Entidad para sustentar su decisión no ha 

realizado todos los actos que sean necesarios para esclarecer plenamente el 
hecho investigado, concluyendo de modo subjetivo en la acreditación de la 
imputación realizada en contra de la impugnante. De manera que la Entidad ha 
vulnerado los principios de impulso de oficio y verdad material porque no ha 
agotado todos los medios posibles para determinar de modo objetivo los aspectos 
antes referidos; lo que indiscutiblemente constituye una trasgresión del debido 
procedimiento administrativo. 
 

                                                 
29 Fundamentos 24 y 25 de la sentencia del Tribunal Constitucional emitida en el Expediente Nº 0090-

2004-AA/TC 
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44. Por estas razones, la resolución de sanción se encuentra inmersa en la causal de 
nulidad prevista en el numeral 1 del artículo 10º del TUO de la Ley Nº 2744430,  al 
inobservar los principios de impulso de oficio y verdad material; por lo que 
corresponde que se retrotraiga el procedimiento administrativo hasta antes de la 
emisión de la emisión de la Resolución de Órgano Sancionador Nº 016-2018-MPT-
GPER, a efectos que la Entidad efectúe las precisiones del caso, o proceda a las 
investigaciones correspondientes, para determinar objetivamente si sucedieron o 
no los hechos denunciados. 

 
45. Debe tenerse presente que los numerales 1.3 y 1.11 del artículo IV del TUO de la 

Ley Nº 2744431, reconocen los principios de impulso de oficio y verdad material, 
respectivamente, y según los cuales, la autoridad administrativa tiene la obligación 
de ejecutar todos los actos convenientes para verificar los hechos que motivan su 
decisión, siendo imperativo que realicen todas las medidas probatorias que 
permitan obtener una conclusión acorde a la realidad. 

 
46. Finalmente, esta Sala estima que habiéndose constatado la vulneración al debido 

procedimiento administrativo, deviene en innecesario pronunciarse sobre los 
argumentos de fondo esgrimidos en el recurso de apelación sometido a 
conocimiento. 

 

                                                 
30Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado 

por Decreto Supremo Nº 006-2017-JUS 
“Artículo 10º.- Causales de nulidad  
Son vicios del acto administrativo, que causan su nulidad de pleno derecho, los siguientes:  
1. La contravención a la Constitución, a las leyes o a las normas reglamentarias (…)”. 

31Texto Único Ordenado de la Ley Nº 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, aprobado 
por Decreto Supremo Nº 006-2017-JUS 
TÍTULO PRELIMINAR 
“Artículo IV.- Principios del procedimiento administrativo 
1. El procedimiento administrativo se sustenta fundamentalmente en los siguientes principios, sin 
perjuicio de la vigencia de otros principios generales del Derecho Administrativo: 
(…) 
1.3. Principio de impulso de oficio.- Las autoridades deben dirigir e impulsar de oficio el procedimiento 
y ordenar la realización o práctica de los actos que resulten convenientes para el esclarecimiento y 
resolución de las cuestiones necesarias.  
(…) 
1.11. Principio de verdad material.- En el procedimiento, la autoridad administrativa competente 
deberá verificar plenamente los hechos que sirven de motivo a sus decisiones, para lo cual deberá 
adoptar todas las medidas probatorias necesarias autorizadas por la ley, aun cuando no hayan sido 
propuestas por los administrados o hayan acordado eximirse de ellas.  
En el caso de procedimientos trilaterales la autoridad administrativa estará facultada a verificar por 
todos los medios disponibles la verdad de los hechos que le son propuestos por las partes, sin que ello 
signifique una sustitución del deber probatorio que corresponde a estas. Sin embargo, la autoridad 
administrativa estará obligada a ejercer dicha facultad cuando su pronunciamiento pudiera involucrar 
también al interés público”. 
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En ejercicio de las facultades previstas en el artículo 17º del Decreto Legislativo Nº 
1023, la Primera Sala del Tribunal de Servicio Civil; 
 
RESUELVE: 
 
PRIMERO.- Declarar la NULIDAD de la Resolución de Órgano Sancionador Nº 16-2018-
MPT-GPER, del 27 de junio de 2018, emitida por la Gerencia de Personal de la 
MUNICIPALIDAD PROVINCIAL DE TRUJILLO; por haberse vulnerado los principios de 
impulso de oficio y verdad material. 
 
SEGUNDO.- Retrotraer el procedimiento al momento previo a la emisión de la 
Resolución de Órgano Sancionador Nº 16-2018-MPT-GPER, debiendo la 
MUNICIPALIDAD PROVINCIAL DE TRUJILLO tener en cuenta momento de resolver, los 
criterios señalados en la presente resolución. 
 
TERCERO.- Notificar la presente resolución a la señora SUSANA VALERIE CASTIGLIONE 
YANGUA y a la MUNICIPALIDAD PROVINCIAL DE TRUJILLO, para su cumplimiento y 
fines pertinentes. 
 
CUARTO.- Devolver el expediente a la MUNICIPALIDAD PROVINCIAL DE TRUJILLO, 
debiendo dicha Entidad considerar lo señalado en el artículo 11º del TUO de la Ley Nº 
27444.  
 
QUINTO.- Disponer la publicación de la presente Resolución en el Portal Institucional 
(www.servir.gob.pe). 

 
Regístrese, comuníquese y publíquese. 

 

 
L3/P6 

 

http://www.servir.gob.pe/
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